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 1 ciudadano se mostró disconforme con los controles de identificación de extranjeros 

por motivos raciales. Se trata de un expediente abierto en 2013 que sigue abierto 

porque todavía es objeto de queja a lo largo de los años. 

 5 ciudadanos plantearon la necesidad de que se contemple la enfermedad celíaca 

como una situación clínica que justifica la necesidad de una prestación de algún tipo 

de ayuda económica, debido al alto coste de los productos específicos sin gluten, 

siendo la dieta sin gluten el único tratamiento a día de hoy para esta enfermedad. 

 20 ciudadanos manifestaron su disconformidad con la actuación del Ayuntamiento de 

Madrid al cambiar la denominación de la calle Puerto de los Leones por la de 

Melchor Fernández, en virtud de la Ley de la Memoria Histórica. 

 24 ciudadanos señalaron que la educación pública en Extremadura paga un 

programa para promocionar la caza entre escolares de diez a doce años. 

 24 ciudadanos señalan las insuficiencias de las acciones de las administraciones 

públicas frente al problema de la violencia de género y solicitan un pronunciamiento 

sobre el dictamen del Comité de Naciones Unidas para la Eliminación de la 

Discriminación contra la Mujer, de fecha 16 de julio de 2014, en el que se reconoció 

la responsabilidad del Estado español por incumplimiento de la convención sobre la 

eliminación de todas las formas de discriminación contra la mujer, por ausencia de 

medidas reparatorias.  

 31 ciudadanos manifestaron su desacuerdo con el bombardeo efectuado por aviones 

americanos en Siria, el día 7 de abril de 2017, los cuales, en su opinión, habían 

partido de la Base Naval de Rota en Cádiz. Estudiado el asunto, se les significó que 

el uso por el Ejército de los EE.UU. de determinadas instalaciones españolas, como 

puede ser la Base Naval de Rota, se enmarca en el Convenio de Cooperación para 

la Defensa entre el Reino de España y los Estados Unidos de Norteamérica, vigente 

desde el año 1988. 

 33 ciudadanos se quejaron de que el proceso selectivo que convocó la Comunidad 

Autónoma de Madrid para maestros vulneraba el artículo 23.2. de la Constitución 
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española, que garantiza la igualdad de los españoles en el acceso a funciones y 

cargos públicos. 

 34 ciudadanos expresaron su desacuerdo con las demoras en la tramitación de 

expedientes de nacionalidad por carta de naturaleza. 

 38 ciudadanos expusieron su desacuerdo con la normativa vigente que establece 

que al cumplir los 45 años de edad y los 18 de servicio activo en las Fuerzas 

Armadas finaliza su relación de servicios. Solicitaban que se modifique la ley o que 

se garantice su íntegro cumplimiento para que a los soldados que deban abandonar 

el Ejército se les prepare íntegramente con titulaciones que les puedan servir para su 

inserción laboral y solicitaban que el Ministerio de Defensa establezca, como 

determina la normativa vigente, acuerdos sólidos con administraciones y con el 

sector privado para facilitarles su integración laboral. 

 38 ciudadanos manifestaron su malestar por las molestias ocasionadas por los 

malos olores y los gases provenientes del Parque Tecnológico de Valdemingómez, 

en Madrid.  

 43 ciudadanos pertenecientes al cuerpo de la Guardia Civil comparecieron en 

relación con determinados descuentos que exponen que han sido practicados en sus 

retribuciones. 

 46 ciudadanos expusieron su disconformidad con la actual regulación del impuesto 

de sucesiones en las diferentes comunidades autónomas. 

 55 ciudadanos afectados por el impago de sus pensiones por parte del Gobierno de  

Venezuela expusieron su situación y solicitaron que se interceda ante las 

autoridades de aquel país para que se dé cumplimiento al Convenio Hispano-

Venezolano de Seguridad Social.  

 77 ciudadanos manifestaron ser afectados por la venta del Banco Popular, por 

haberles ofrecido esa entidad el canje de las participaciones preferentes por 

acciones y con la venta del banco las acciones habían bajado de tener valor y, por 

tanto, habían perdido todos sus ahorros.  

 78 ciudadanos denunciaron el fallecimiento de un ciudadano español en la prisión de 

Callao (Perú). 

 80 ciudadanos manifestaron su discrepancia por la convocatoria al referéndum en 

Cataluña y la pasividad mostrada por el Gobierno de España. 

 86 estudiantes de segundo de bachillerato plantearon diversas cuestiones sobre el 

régimen jurídico que con carácter transitorio se aplicaría en los procesos de acceso a 

la universidad que se celebraron en el curso académico 2016-2017, y especialmente 
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sobre los términos en los que se contempla de qué materias podrán examinarse. 

Uno de los cambios previstos afectaría a estudiantes que algunos meses antes 

decidieron matricularse en segundo de bachillerato de una lengua extranjera distinta 

de la cursada con anterioridad. 

 126 ciudadanos expresaron su disconformidad ante las demoras en las solicitudes 

de nacionalidad y la falta de información y comunicación de su número de 

expediente.  

 127 ciudadanos se dirigieron a esta institución por los problemas ocasionados por un 

depósito irregular de residuos de amianto en Toledo. 

 151 ciudadanos cuestionaron la falta de plazas en las ofertas de empleo público de  

los últimos cinco años y la utilización del personal interino docente, así como el 

proceso de consolidación anunciado mediante el acuerdo por el gobierno y 

sindicatos. 

 240 ciudadanos, en representación de un colectivo de 1.200 docentes interinos de 

Valencia, expusieron la precaria situación de los docentes como consecuencia de la 

aplicación de la Resolución de 5 de junio de 2017, sobre adjudicación de destinos, y 

la aplicación de la Orden 90/2013, sobre moratoria para la obtención del nivel de 

conocimiento de valenciano (concluida en septiembre de 2017), que supuso la no 

adjudicación de plazas en interinidad después de muchos años ejerciendo. 

 458 ciudadanos manifestaron su disconformidad con la concesión del tercer grado a 

un preso en el Centro Penitenciario de Badajoz por presunta estafa, que había sido 

condenado a 23 años de prisión y al pago de una determinada cantidad de euros.  

 1.461 ciudadanos solicitaron que las plazas cubiertas por funcionarios interinos en el 

Servicio Público de Empleo Estatal (SEPE) fueran ofrecidas en concurso de 

traslados y cubiertas definitivamente por oposiciones libres. 

 2.297 ciudadanos solicitaron la intervención del Defensor del Pueblo ante lo que 

consideraron un ataque contra la libertad de expresión en una campaña publicitaria 

de una asociación, que fue multada por el Ayuntamiento de Madrid y paralizada por 

un juzgado. 

 2.843 ciudadanos pusieron de manifiesto que la diabetes es un impedimento para el 

acceso a la función pública, a pesar de los importantes avances médicos en la 

materia, por lo que solicitó que se actualicen los cuerpos, escalas y empleos en los 

que la diabetes es un impedimento para el acceso a los cargos públicos. 

 6.007 ciudadanos mostraron su disconformidad con el servicio que presta la 

Dirección General de Tráfico en la organización de las pruebas de aptitud y 
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conocimiento para la obtención del permiso de conducción. El problema fundamental 

que se planteaba era la huelga de examinadores que provocaba retrasos y 

cancelaciones de pruebas y podía afectar a más de 100.000 alumnos. 

 330.301 ciudadanos, en nombre de una asociación de Andalucía, se dirigieron al 

Defensor del Pueblo para que solicitara la supresión del impuesto de sucesiones en 

todo el territorio nacional y su aplicación homogénea e igualitaria en toda España. 
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